13 de junio de 2006.

Presidente: Diputado José Ignacio Máynez Varela

7.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:

A.-
Dictamen presentado por La Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a un escrito de la ciudadana Lidia Medrano Rodríguez y colonos del municipio de Frontera, Coahuila, mediante el cual solicitan la intervención del Congreso del Estado, para que se frenen las inconformidades que, según señalan, prevalecen en dicho municipio, por los abusos y excesos del Presidente Municipal.
B.-
Dictamen presentado por la Comisión de Seguridad Pública, con relación a la Proposición con Punto de Acuerdo sobre “Instrucción a la Junta de Gobierno del Congreso, para que tome las medidas necesarias, a efecto de solicitar al Congreso del Estado de Nuevo León, la actuación conjunta de ambos órganos legislativos, para combatir la violencia e inseguridad pública, dentro del ámbito de sus respectivas competencias”, planteada por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Grupo Parlamentario “General Felipe Angeles” del Partido de la Revolución Democrática. 

C.-
Dictamen presentado por la Comisión de Comunicaciones y Obras Públicas, en el que se exhorta a las autoridades municipales del estado, para que el otorgamiento de permisos de instalación de antenas base de telefonía celular, se haga conforme a las políticas precautorias de la Comisión Internacional de Protección contra la Radiación No Ionizante, a fin de evitar posibles daños a la salud.

Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo al escrito que suscriben la C. Lidia Medrano Rodríguez, y Colonos del Municipio del Municipio de Frontera Coahuila, mediante el cual solicitan la intervención del Congreso del Estado, para que se frenen las inconformidades que señalan que prevalece en dicho municipio, por los abusos y excesos del Presidente Municipal Rogelio Ramos Sánchez.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 30 de mayo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales el  escrito que suscriben la C. Lidia Medrano Rodríguez y Colonos del Municipio de Frontera, Coahuila.

SEGUNDO. Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales el referido oficio y la documentación anexa; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, como por lo dispuesto en los artículos 97, 102 Fr. I y 103 Fr. XV de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO.  El escrito de referencia se basa en los hechos siguientes:

Este escrito lo hacemos con el fin de exponer las inconformidades que existen en el Municipio de Cd . Frontera, Coahuila, que esta a cargo del  C. Presidente Rogelio Ramos Sánchez. Y se señalan como Inconformidades las siguientes:

· El nepotismo que existe en Presidencia Municipal

· No debe hacer Justicia por su propia mano.

· Abuso de autoridad de “encapuchados”

· Cobro de basura.

· Aumento de predial.

· Aumento de agua.

· Aumento de permiso de piso a vendedores ambulantes.

· Cobro de multas por los carros que están fuera de circulación.

· Cobro de predial a los ejidos 8 de enero y la cruz sin tener escrituras.

Así mismo se anexan copias de Denuncias presentadas por las CC: Yhajaira Nairobi Espino Medrano, Lidia Medrano Rodríguez en contra del C. Rogelio Ramos, ante la Agencia del Ministerio Publico de la Procuraduría General de Justicia del Estado en el Municipio de Frontera Coahuila,  por los delitos de Abuso de Autoridad, Lesiones e Injurias y amenazas, y se anexa copia de Denuncia del C. Silverio Corrales Medrano, en contra de quien resulte responsable del delito de Lesiones y Abuso de autoridad, así mismo se anexan copias de diversas publicaciones periodísticas relacionadas con los hechos que se Denuncian.

TERCERO.  Esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales estima pertinente dejar asentado, por una parte, que al ciudadano le asiste el derecho constitucional para formular peticiones por escrito a las autoridades; y, que éstas, tienen la obligación, también constitucional, de dar respuesta a dichas peticiones.

Establecido lo anterior, la fracción IV del artículo 50 de la Ley Orgánica del Congreso, instituye como obligación de los Diputados la de representar los intereses de los ciudadanos, así como la de ser gestor y promotor de sus peticiones.

En el caso que nos ocupa, la C.  Lidia Medrano Rodríguez y colonos  de Frontera Coahuila, solicitan de este Congreso la intervención, para que se frenen las inconformidades que señalan que prevalece en dicho municipio, por los abusos y excesos del Presidente Municipal Rogelio Ramos Sánchez.

Así las cosas, sin perjuicio de que se recomiende al Pleno de esta Legislatura, si lo estima pertinente, proceder a enviar enérgico exhorto al C. Rogelio Ramos Sánchez, Presidente Municipal de Frontera Coahuila, con el fin de que modere su trato para con la Ciudadanía Fronterense y cumpla a cabalidad con el Mandato Constitucional plasmado en el Articulo 8º de nuestra Constitución Local.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden, resulta pertinente emitir el siguiente

DICTAMEN

PRIMERO.-  Por las razones expuestas en el considerando tercero, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, sugiere que el H. Congreso del Estado Independiente ,Libre y Soberano de Coahuila, si lo estima pertinente, con fundamento en lo dispuesto por el articulo 67 fracciones XX, XXXI y XXXIX de La Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza,  envíe  exhorto al C. Rogelio Ramos Sánchez, Presidente Municipal de Frontera Coahuila, con el fin de que modere su trato para con la Ciudadanía Fronterense y cumpla a cabalidad con el Mandato Constitucional consagrado en el Articulo 8º de nuestra Constitución Local, y 104 fracción VI del Código Municipal para el Estado de Coahuila.

SEGUNDO.- Se haga del conocimiento del C. Presidente Municipal de Frontera Coahuila, para los efectos de su cumplimiento,  así como de la C. Lidia Medrano Rodríguez y colonos de Frontera Coahuila para su conocimiento.

TERCERO.-  NOTIFÍQUESE a los ocursantes en la Oficialia Mayor de este Congreso, toda vez que no señalaron domicilio para ese efecto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 7 de Junio de 2006.
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Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo sobre " Instruir a la Junta de Gobierno del Congreso, para que tome las medidas necesarias a efecto de solicitar al Congreso del Estado de Nuevo León, la actuación conjunta de ambos órganos Legislativos, para combatir la violencia e inseguridad pública, dentro del ámbito de sus respectivas competencias", formulada por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Fuantos Sánchez, del Grupo Parlamentario " Felipe Ángeles", del Partido de la Revolución Democrática; y, 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el día 14 de marzo de 2006, se trató lo relativo a la proposición a que se alude en el proemio de este Dictamen. 

SEGUNDO. De conformidad con los artículos 199 y 25 I de la Ley Orgánica del Congreso, se dispuso que la susodicha proposición fuera turnada a esta Comisión de Seguridad Pública para efecto de emitir dictamen sobre la misma; y, 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 115, 132, 248 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen en atención al acuerdo tomado por la Diputación Permanente. 

SEGUNDO. Que la Proposición con Punto de Acuerdo sobre, " Instruir a la Junta de Gobierno del Congreso, para que tome las medidas necesarias a efecto de solicitar al Congreso del Estado de Nuevo León, la actuación conjunta de ambos órganos Legislativos, para combatir la violencia e inseguridad pública, dentro del ámbito de sus respectivas competencias" fue analizada en todas y cada una de las consideraciones que en la misma se señalan.

TERCERO.- Los ponentes de la proposición punto de acuerdo señalan que recientemente el Congreso de la Unión reformo el articulo 21 de la Constitución Federal, con el propósito de otorgar competencia a los Estados y Municipios en la lucha contra la violencia, la inseguridad pública y una serie de delitos que, anteriormente, eran considerados competencia exclusiva de la Federación, al respecto no se omite el señalar, que efectivamente el 20 de junio del año 2005 se publico en el Diario Oficial de la Federación un Decreto que adiciona el párrafo quinto del Articulo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que textualmente señala: 

ARTICULO 21.- .......

..............

..............

..............

La seguridad pública es una función a cargo de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, en las respectivas competencias que esta Constitución señala. La actuación de las instituciones policiales se regirá por los principios de legalidad, eficiencia, profesionalismo y honradez. 

La Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, se coordinarán en los términos que la ley señale, para establecer un sistema nacional de seguridad pública.

Lo anterior faculta a los Estados a establecer los mecanismos necesarios de cooperación en materia de seguridad pública, para establece e implementar sistemas de que en base a las necesidades de cada uno de los Estados cumpla con las expectativas de abatir la delincuencia y la inseguridad, mecanismos que en el caso especifico del Estado de Coahuila desde tiempo atrás a tenido convenios de colaboración entre Procuradurías y Secretarias de Seguridad Publica mismos que se encuentran Vigentes. Siendo un ejemplo claro la Octava Reunión Regional Noreste de Secretarios de Seguridad Pública que ha sido difundida por el Secretario de Seguridad Pública en el Estado y que se realizara los primeros días de mes de Junio del presente año en esta ciudad de Saltillo en la que participaran los Estados de Tamaulipas, Nuevo León, San Luis Potosí, Durango, Zacatecas y Coahuila.

Establecido lo anterior, no se hace necesario hacer un llamado a las Legislaturas del Estado de Nuevo León y del Congreso de la Unión para realizar actuaciones conjuntas en contra de la inseguridad, en virtud de que como a quedado establecido se cuenta con los mecanismos necesarios para que coordinadamente entre ambos Estados se prevenga la inseguridad 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, habrá de emitirse el siguiente 

DICTAMEN 

ÚNICO.- Resulta improcedente la proposición con punto de acuerdo sobre " Instruir a la Junta de Gobierno del Congreso, para que tome las medidas necesarias a efecto de solicitar al Congreso del Estado de Nuevo León, la actuación conjunta de ambos órganos Legislativos, para combatir la violencia e inseguridad pública, dentro del ámbito de sus respectivas competencias", formulada por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Fuantos Sánchez, del Grupo Parlamentario " Felipe Angeles", del Partido de la Revolución Democrática; 

Establecido lo anterior, por vía de consecuencia, habrán de determinarse las políticas públicas a nivel nacional para coordinar los esfuerzos en el combate a la criminalidad, y en su momento adecuar el marco jurídico Estatal acorde a las reformas Federales 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Seguridad Pública de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Miguel Ángel Riquelme Solís (Coordinador) Diputado Francisco Saracho Navarro, Diputado Alfio Vega de la Peña, Diputado Leocadio Hernandez Torres, Diputado José Antonio Jacinto Pacheco, Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Saltillo Coahuila, a 19 de mayo de 2006.

Dip. Miguel Angel Riquelme Solís 
Dip. Francisco Saracho Navarro 

           Coordinador 

Dip. Alfio Vega de la Peña 
Dip. Leocadio Hernández Torres 

Dip. José Antonio Jacinto Pacheco 
Dip. Jesús Manuel Pérez Valenzuela 

Dip. Virgilio Maltos Long

DICTAMEN de la Comisión de Comunicaciones y Obras Públicas de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, en el que se exhorta a las autoridades municipales del estado, para que otorguen permisos de instalación de antenas base de telefonía celular, a partir de las Políticas Precautorias formuladas por  la Comisión Internacional de Protección Contra la Radiación No Ionizante (ICNIRP, por sus siglas en inglés), para evitar posibles daños a la salud, provenientes del funcionamiento de este tipo de antenas. Asimismo, se exhorta a la Secretaría de Salud del Gobierno Federal, a fin de que establezca normas de protección para la salud, basadas en estas recomendaciones y las que emite la Organización Mundial de la Salud.

ANTECEDENTES 

El 31 de enero próximo pasado, en sesión celebrada por la Diputación Permanente, se  turnó a la Comisión de Comunicaciones y Obras Públicas de este Honorable Congreso para su estudio y dictamen, un oficio del Congreso del Estado de Baja California Sur, mediante el cual se informa sobre la aprobación de un acuerdo en el que se solicita al Ejecutivo Federal que legisle en materia de instalación de antenas de telefonía celular, y se pide que el Congreso del Estado de Coahuila se adhiera al mismo.

Cabe señalar que dicho acuerdo, tiene como antecedente otro aprobado por el Congreso del Estado de Querétaro en sesión del 20 de diciembre de 2004, en el que se exhorta a la Secretaría de Salud y a la Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Naturales de la Federación, a fin de que realicen estudios y establezcan normas tendientes a la protección de la salud de la población, en relación a la instalación de infraestructura y uso de equipos que generen radiaciones electromagnéticas no ionizantes.

Más aún, se exhorta a las autoridades municipales de ese estado, a fin de que eviten la proliferación de antenas de telefonía celular, hasta en tanto no existan los requisitos técnico - sanitarios para su instalación, y que promuevan la reinstalación de las antenas existentes, en sitios fuera del casco urbano, exigiendo además estudios de impacto ambiental ante cualquier solicitud futura de instalación.

Adicionalmente, en este acuerdo se solicita la adhesión al mismo a los 31 congresos locales de los estados y  al H. Congreso de la Unión, lo cual es hecho por el Congreso del Estado de Tlaxcala.   

Como resultado de esta solicitud, el acuerdo del Congreso del Estado de Querétaro es dictaminado por la Comisión de Comunicaciones y Transportes del Senado de la República, y en sesión del 11 de octubre de 2005,  con un punto de resolución que a la letra dice:

“ÚNICO.- El Senado de la República exhorta a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, a que de conformidad con los estándares internacionales y legales, establezca límites a la construcción e instalación de estaciones terrenas de telefonía móvil y estructuras de telecomunicaciones, en zonas de alta densidad poblacional y/o que se tomen las medidas de prevención y protección necesarias para evitar la exposición a campos electromagnéticos que puedan poner en peligro la salud humana y el medio ambiente, ya que los estudios vigentes aún son indeterminados, a través de una Norma Oficial Mexicana en relación a la emisión y ubicación de señales, producidas por aparatos transmisores de telecomunicaciones.

Asimismo, se solicita a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, informe a esta soberanía sobre las acciones emprendidas en esta materia, así como la política adoptada por la misma, para afrontar la problemática citada”.

Posteriormente, el 9 de abril del presente año, en sesión celebrada por el Pleno del Congreso del Estado de Coahuila, se turnó a la Comisión de Comunicaciones y Obras Públicas para los mismos efectos, una respuesta de la Secretaría de Salud del gobierno federal, a un acuerdo formulado por la anterior legislatura de este Estado, en el que se solicita un informe sobre los potenciales riesgos a la salud por parte de las antenas de telefonía celular.

 En su respuesta, la Secretaría de Salud señala que, de acuerdo con diversos estudios que en el texto se citan, los niveles de los campos de Radio Frecuencias (RF) en torno a la estación base, de acuerdo con la evidencia científica hasta hoy disponible, no pueden ser considerados un riesgo para la salud. Así mismo, que la Secretaría de Comunicaciones y Transportes está realizando un anteproyecto de Norma Oficial Mexicana denominada “NOM-126-SCT1-Telecomunicaciones- Radiocomunicaciones-Medidas de seguridad para el cumplimiento con los límites de exposición máxima de seres humanos a radiaciones electromagnéticas de radiofrecuencias no ionizantes, en el intervalo de 9 KHz a 300 GHz en el entorno de emisoras de radiocomunicaciones”.

Por otra parte, en esa misma sesión del Pleno, fue turnado a esta Comisión un escrito que suscribe un grupo de habitantes de la colonia Bellavista de esta ciudad de Saltillo, en donde se pide que este Honorable Congreso intervenga para coadyuvar a impedir la instalación de una antena de transmisión de radiocomunicaciones en dicha colonia, con motivo de los daños a la salud que ésta puede causar.

En relación a lo antes expuesto, y habiendo realizado los estudios y análisis correspondientes, la Comisión de Comunicaciones y Obras Públicas del Honorable Congreso del Estado de Coahuila, detalla la siguiente

FUNDAMENTACIÓN

Primero.- Que los riesgos a la salud humana y al medio ambiente, por exposición a campos electromagnéticos de radiofrecuencia y microondas provenientes de equipos de lo que se denomina genéricamente como Tecnología de la Información; o provenientes de instalaciones eléctricas de alta tensión y de equipos de transformación de corrientes; así como de aparatos electrodomésticos, se encuentran ampliamente estudiados y debatidos en el ámbito internacional, sin haber llegado a resultados concluyentes en el sentido de que esta exposición cause o no daños a la salud y a la ecología

.

Segundo.- Que prácticamente, la población humana en general se encuentra actualmente, expuesta a diversos grados de emisiones de los campos electromagnéticos,  los cuales tienden a incrementarse rápidamente con el desarrollo de la tecnología. Por ello, es comprensible la preocupación de la comunidad internacional y nacional al respecto.

Tercero.- Que referente a la participación de la telefonía celular en la ocurrencia de este fenómeno, baste señalar que la Organización Mundial de la Salud calcula que existen en el mundo, mil seiscientos millones de teléfonos celulares activos, para que imaginemos el número  proporcional de  antenas base que debe haber con su correspondiente carga de emisiones de radiofrecuencia.

Los teléfonos celulares son transmisores de bajo poder de radiofrecuencias, que trabajan entre los 0.2 y los 0.6 watts, y el influjo de su campo de radiofrecuencia decrece rápidamente con la distancia.

No ocurre lo mismo con las  antenas base, que a diferencia de los celulares,  trasmiten de manera continua y permanente, con una frecuencia entre los 800 y 2000 MHz y su rango de oscilación va desde unos cuantos watts hasta más de 100 watts, lo cual las ubica como emisoras de campos electromagnéticos de alta frecuencia de radiaciones no ionizantes.

Cabe  aclarar que en el mismo entorno urbano, existen normalmente emisoras de radiocomunicación, llámese televisión o radio, que trasmiten a niveles superiores de radiofrecuencia que los de las antenas base de telefonía celular.

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud y en razón del inmenso número de usuarios de teléfonos celulares que existen actualmente,  aún y cuándo los efectos adversos sobre la salud personal fueran mínimos, podrían tener implicaciones de mayores consecuencias sobre la salud pública en general

Cuarto.- Que desde mediados de la década de los 80s, la inquietud respecto a los posibles daños a la salud producidos por exposición a campos electromagnéticos, se ha traducido en la realización de investigaciones que buscan encontrar una correlación entre diversos síndromes y la exposición a esos  campos.

En general, la  evidencia encontrada ha demostrado asociaciones estadísticas entre la exposición a campos electromagnéticos y la aparición de enfermedades  y trastornos diversos. Pero esta asociación estadística no es, a juicio de diversos investigadores y de la Organización Mundial de la Salud  concluyente, ya que no permite establecer y medir en definitiva la correlación entre ambos.

Sin embargo, algunos estudios afirman haber demostrado, que algunas personas pueden ser más sensitivas a los campos electromagnéticos, sufriendo como consecuencia una variedad de padecimientos orgánicos que incluyen el cáncer.

Por otra parte, un importante grupo de científicos de todo el mundo, ha cuestionado los estudios en cuyas conclusiones se afirma que no existe prueba de una correlación entre la exposición a campos electromagnéticos y daños a la salud, ya que estos estudios se han basado en el análisis de los efectos de calentamiento del cuerpo humano producido por las radiaciones de estos campos, ignorando o pasando por alto los efectos biológicos, como  la interferencia de esta radiación, con la producción o transmisión de impulsos eléctricos en el cuerpo humano, que permiten regular numerosas funciones que lo mantienen saludable. 

Quinto.- Que esta incertidumbre científica ha sido tomada en cuenta por los gobiernos de diversos países, lo que finalmente ha conducido a la adopción de un cuerpo de Políticas Precautorias. En 1998, la Comisión Internacional de Protección Contra la Radiación No Ionizante emitió una recomendación denominada “Guía de Exposición”, que contiene lineamientos para evitar daños a la salud, limitando la exposición a los campos electromagnéticos.

En 1999, la Declaración de la Tercer Conferencia Ministerial Sobre Medio Ambiente y Salud, firmada en Londres por los ministros de las naciones participantes, instó a la Organización Mundial para la Salud para que “…tomara en cuenta la necesidad de aplicar rigurosamente los Principios Precautorios en el manejo de riesgos y adoptara un más preventivo y proactivo manejo de los peligros”.

En consecuencia, la Organización Mundial de la Salud emitió una declaración en la cual admite que “Ninguna de las recientes revisiones ha concluido que la exposición a campos de radiofrecuencias de los teléfonos celulares o de sus estaciones bases sean la causa de alguna consecuencia adversa para la salud. Sin embargo, existen vacíos en el campo de conocimiento, que han sido identificados para ser tomados en cuenta en futuras investigaciones, a fin de establecer de mejor manera los riesgos para la salud”.

De la misma manera, el Consejo de la Unión Europea formuló el 12 de julio de 1999, una Recomendación que publicó en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas el 30 de julio de ese mismo año, en el sentido de limitar la exposición del público en general a campos electromagnéticos de 0 a 300 GHz. Y, en una propuesta  del 18 de diciembre de 2003, el mismo Consejo formuló una propuesta de directiva sobre las disposiciones mínimas de seguridad y de salud relativas a la exposición de los trabajadores a los riesgos derivados de los agentes físicos (campos electromagnéticos).

En esta misma línea de política pública, en marzo de 2004 el Comité Nacional de Protección Radiológica del Reino Unido, publicó su recomendación formal de limitar la exposición a los campos electromagnéticos, adhiriéndose a las recomendaciones de la Comisión Internacional para la Protección Contra la Radiación No Ionizante, en base a una revisión de evidencias científicas recientes, que mostraban incertidumbre científica respecto a la posibilidad de que la exposición a determinadas frecuencias eléctricas pudieran producir o no determinados efectos sobre la salud, particularmente leucemia infantil, así como interferencia con los impulsos eléctricos del sistema nervioso, además de afectar a las personas con susceptibilidad, a las corrientes eléctricas inducidas. 

Sexto.- Que, más aún, de acuerdo con el dictamen ya mencionado del Congreso de Baja California Sur, el biofísico Neozelandés Neil Sherry de la Universidad de Lincoln, publicó un análisis basado en diversos estudios científicos, en el cual se afirmó que los campos electromagnéticos si producían daños a la salud, citando entre ellos los producidos específicamente por el uso de la telefonía celular y agregando la necesidad de reducir aún más, los límites de exposición recomendados por la Comisión Internacional de Protección Contra la Radiación No Ionizante.

Séptimo.- Que existen precedentes de la adopción de límites de exposición a los campos electromagnéticos, no solo en la Unión Europea, sino también en países de Latinoamérica, como es el caso de la República de Argentina, en la que el Gobierno de esa Nación, a través de las Secretarías de Salud y Acción Social, y de Comunicaciones publicó las Resoluciones 202/95 y 530/2000, respectivamente,  determinando un Estándar Nacional de Seguridad para Exposición a radiofrecuencias comprendidas entre los 100 KHz y los 300 GHz, y su aplicación obligatoria a todos los sistemas de telecomunicaciones que trabajan en estas frecuencias.

Por lo anterior, y

C O N S I D E R A N D O

Primero.- Que esta Comisión es competente para emitir este dictamen de conformidad con los artículos 111, 132, 144, 199 y 252 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

Segundo.- Que las políticas públicas de protección a la salud no pueden fundarse solamente en el desarrollo total de un cuerpo de evidencias científicas incontrovertibles, que en ocasiones resulta demasiado tarde, sino también en una previsión racional fundada en indicios  que presuponen  riesgos presentes para la población, y que, de conformidad con los valores y principios sustentados en la Constitución General de la República y la Declaración Universal de los Derechos Humanos, suscrita por nuestro país, la vida y la salud humanas son  bienes del mayor valor.

Tercero.- Que existen indicadores objetivos que señalan la existencia real de un riesgo presente e inminente a la salud pública, derivado de la instalación de antenas base de telefonía celular que no cumplan con las reglas mínimas de seguridad que limiten la exposición de la población a los campos electromagnéticos y de radiofrecuencia.

Cuarto.- Que no tenemos conocimiento de la existencia de  normatividad a nivel federal, que regule la exposición a campos electromagnéticos y de radiofrecuencias, lo cual nos coloca en una situación de evidente desventaja frente a otros países respecto a la adopción de políticas y medidas de protección a la salud de la población, por lo que preventivamente y por elemental prudencia debemos recomendar la adopción de aquéllas  más adecuadas.

Quinto.- Que es necesario avanzar en  el ordenamiento urbanístico reglamentando la instalación de antenas base de telefonía celular,  considerando  los riesgos ambientales ecológicos e impacto negativo del paisaje; además del riesgo en la salud humana, también repercuten en el detrimento de la calidad de vida de los habitantes.

Sexto.- Que todo esto puede hacerse sin estipendios extraordinarios para quienes requieren la instalación de estas antenas, y que en ningún momento se pretende causar daño alguno, a las actividades de las empresas de telefonía celular, sino sólo armonizar los intereses de los agentes sociales involucrados en la situación anteriormente descrita.

Por lo anterior,  sometemos a la consideración de este Pleno el siguiente

ACUERDO 

Primero. Se envíe un atento comunicado a los 38 Ayuntamientos del Estado exhortándolos a que, con base al artículo 115, fracción V, incisos d) y f)  de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;  los artículos 158-C y 158-U, fracciones I, numeral 1; III numeral 1, incisos d), f) y j), y numeral 5; y, VII, numeral 4 de la Constitución Política del Estado; el artículo 102, fracciones I, numeral 1; III, numeral 1, incisos d), f) y j), y numeral 5 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para que el otorgamiento de permisos para la construcción de antenas base de telefonía celular, se haga considerando los lineamientos contenidos en la Guía de Exposición, emitida por la Comisión Internacional de Protección Contra la Radiación No Ionizante, y que por ningún motivo sean colocadas en las cercanías de escuelas, jardines de niños, guarderías infantiles u otros lugares donde se de la concentración de personas.

Así mismo,  que consideren los intereses de los habitantes de las zonas urbanas donde se proyecte instalar dichas antenas, observando los criterios  de diseño y paisaje urbano.

Segundo. Se exprese la adhesión en lo general,  a los Congresos de los Estados de Baja California Sur, Querétaro y Tlaxcala, así como al Senado de la República en su exhorto a las dependencias del Ejecutivo Federal, para que adopten normas y medidas para la protección contra las radiaciones no ionizantes. 

Tercero. Consecuentemente, se exhorte a la Secretaría de Salud, para que establezca, no sólo criterios para exposición a la radiación no ionizante provenientes de las antenas base de telefonía celular, sino también de otro tipo de dispositivos que produzcan radiofrecuencias y campos electromagnéticos, adoptando las medidas de protección propuestas por la Organización Mundial de la Salud y las Políticas Precautorias recomendadas por la Comisión Internacional de Protección Contra la Radiación No Ionizante (ICNIRP), debiendo considerar además las opiniones de los grupos científicos que avalan la restricción mayor de los límites de exposición a estas radiaciones.

Cuarto. Se envíe copia del presente acuerdo a la Secretaría de Salud de la Federación, al Senado de la República y a los Congresos de los Estados citados en el mismo.

Quinto. Por las características del asunto en comento, solicitamos a este Pleno considere el presente dictamen con punto de acuerdo como de obvia y urgente resolución. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Comunicaciones y Obras Públicas de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado José Luis Alcalá de la Peña (Coordinador), Diputado Miguel Ángel Riquelme Solís, Diputado Román Alberto Cepeda González, Diputado César Flores Sosa, Diputado José Ignacio Máynez Varela. 

Saltillo, Coahuila a 23 de mayo de 2006

ATENTAMENTE

POR LA COMISIÓN DE COMUNICACIONES Y OBRAS PUBLICAS

Dip. José Luis Alcalá de la Peña

Dip. Miguel Ángel Riquelme Solís

Dip. Román Alberto Cepeda González

Dip. César Flores Sosa

Dip. José Ignacio Máynez Varela




































